
Santiago, veintisiete de agosto de dos mil veintiuno.

VISTOS:

Se reproduce la sentencia en alzada, de once de marzo de dos mil diecinueve, 

con las siguientes modificaciones:

a) En el motivo Undécimo se elimina la última frase del párrafo cuarto que comienza 

con la expresión “Por tanto” y culmina con la voz “incurrirse”, al igual que los dos 

párrafos siguientes de dicho fundamento.

b) En el considerando Duodécimo, se elimina el párrafo tercero que se inicia con la 

expresión  “hasta  aquí”  y  termina  con  la  palabra  “asignados”,  al  igual  que  los 

restantes tres párrafos de dicho motivo, que también se eliminan.

c) En el fundamento Décimo Tercero se elimina el párrafo cuarto que comienza con 

la expresión “Sin embargo” y culmina con la palabra “extraordinaria”, al igual que los 

dos párrafos siguientes de ese fundamento.

Y se tiene en su lugar y además presente:

1°) Que, en efecto, las “obras extraordinarias” son las “que se incorporan o agregan 

al  proyecto,  cuyas  características  son  diferentes  a  las  especificadas  o  a  las  

contenidas en los antecedentes que sirven de base al contrato”, al tiempo que los 

“gastos generales” son “aquellos gastos directos de obra no imputables a partidas  

específicas  de  la  construcción”.  Así  aparecen  definidos  tanto  en  las  Bases 

Administrativas, como en el artículo 2° del Decreto N°236 de 1 de julio de 2003 del 

Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo,  que  aprueba  las  bases  generales 

reglamentarias  de  contratación  de  obras  para  los  Servicios  de  Vivienda  y 

Urbanización. 

Si bien, como se aprecia, conceptualmente son distintos, cabe advertir que los 

gastos generales constituyen uno de los rubros de gastos presente en las obras, 

tanto ordinarias como extraordinarias, y se calculan y aceptan como un porcentaje 

de su valor global, al igual como acontece con las utilidades. Pues bien, en el valor 

de la obra, como también en el de los gastos generales que van asociados a ella, un 

factor primordial para su determinación lo constituye el tiempo que demandará su 

ejecución. Durante todo el tiempo previsto para la ejecución de una obra, se incurrirá 
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día tras día en los gastos generales que ella demanda, como son los costos de 

energía eléctrica,  agua potable,  internet,  personal  administrativo y de seguridad, 

pólizas  de  seguros  asociados,  disponibilidad  y  mantención  de  maquinarias  en 

terreno, etc., los que, al igual que la ejecución global de la obra, están previstos y 

calculados originalmente para un determinado plazo de ejecución.

De esta manera, si el tiempo previsto para llevar a cabo la obra sufre retardos 

o  prolongaciones  relevantes  debido  a  causas  de  exclusiva  responsabilidad  del 

mandante de la obra, le corresponde a éste resarcir los mayores gastos generales 

en  que  incurre  la  constructora  como  consecuencia  de  la  sobre  estadía  que  le 

significa su ejecución, puesto que ello no es posible de atribuir a un mal cálculo 

inicial de la constructora al estimar sus costos, en la medida que responden a una 

prolongación  de  tiempo  imprevista  para  ella,  originada  con  posterioridad  a  la 

propuesta, oferta o licitación.

2°) Que, lo descrito en el motivo anterior es precisamente lo que aconteció 

respecto de la obra denominada Edificio API, en lo concerniente al pago demandado 

como  Obra  Extraordinaria  Nº14,  que  se  refiere  al  pago  relativo  a  los  Gastos 

Generales producidos por un aumento de plazo en las obras de 104 días, derivados 

de la demora por parte de la demandada en la entrega de planos de construcción y 

proyecto  de  cálculo,  además  de  planos  de  especialidades;  cambio  del 

emplazamiento inicial del edificio a construir; el descubrimiento en el terreno de una 

matriz de agua potable de la empresa Aguas Andinas S.A., no informada en las 

Bases de Licitación y protegida por una servidumbre legal, que sólo podía retirar o 

modificar la referida empresa, etc.

3°) Que,  la  existencia  de  ese  aumento  en  el  plazo  no  imputable  a  la 

demandante, aparece acreditado con diversas pruebas documentales allegadas al 

juicio. 

Al  efecto,  la  demandante  acompañó  al  proceso  el  documento  “Obra 

Extraordinaria  14”  de  26  de  noviembre  de  2014  debidamente  aprobado  por  el 

Inspector Técnico de la Obra (ITO) de la USACH. En ese documento se consigna, 

bajo el rótulo general de Obras Extras o Adicionales, específicamente signado como 
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Gastos Generales por Aumentos de Plazo, un valor total de $116.620.000 con IVA 

incluido. 

En  igual  sentido  fue  incorporado  el  documento  “Gastos  Generales– 

Constructora de Vicente” de 5 de septiembre de 2013, el cual detalla los elementos 

que  componen  la  denominada  Obra  Extraordinaria  14  y  que  también  aparece 

aceptado por la demandada, por el mismo valor neto. 

También fueron incorporadas las hojas 30 y 43 del Libro de Obras Nº2, y la 

hoja 40 del Libro de Obras Nº3 del Edificio API, la primera y la última suscritas por la 

demandada, en las que se lee la aprobación del aumento de plazo en 104 días 

corridos, siendo la nueva fecha de término de obra el 24 de diciembre de 2014, se 

consigna la reunión con representantes de la USACH en las que se aprobaron los 

Gastos Generales por aumento de plazo por un monto de $98.000.000 más IVA, y 

expresando las causas se concluye por ambas partes solicitando a las autoridades la 

modificación del contrato para aumentar el monto original de este en $ 116.620.000 

IVA incluido, precisamente por aumento de los referidos Gastos Generales.

Finalmente,  consigna  en  igual  sentido  el  documento  incorporado  por  la 

demandante consistente en el Ordinario Nº96, de 20 de mayo de 2016, en el cual el 

Coordinador Institucional de Infraestructura de la USACH y la Jefa de la Unidad de 

Construcciones solicitan al Jefe de la Dirección Jurídica que proceda a elaborar el 

acto administrativo que corresponda para que la USACH pague a DVC estos gastos 

generales, documento en el cual se lee que “según lo señalado en el informe técnico 

del ITO, el valor solicitado corresponde a la suma de $ 116.620.000.- IVA incluido,  

monto que fue aprobado en reunión de fecha 26 de noviembre de 2014.”

Todos estos documentos que aparecen también suscritos por el representante 

de la demandada, fueron acompañados bajo el apercibimiento del artículo 346 Nº3 

del  CPC,  no  objetados  de  contrario,  motivo  por  el  cual  se  los  debe  tener  por 

reconocidos.

4°) Que, de esta manera, estando acreditadas las prestaciones modificadas 

unilateralmente por la demandada y reconocidos por los representantes de esta en 

el contrato (Inspector técnico de la Obra, ITO, además del Coordinador Institucional 
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de Infraestructura de la USACH y la señora Jefa de la Unidad de Construcciones de 

dicha entidad) la generación de costos adicionales de Gastos Generales y su monto, 

procede disponer el pago de las mismas.

En tal sentido, esta Corte no comparte el razonamiento del fallo en alzada, que 

rechazó  este  rubro  de  la  demanda  por  una  cuestión  meramente  conceptual,  al 

advertir que los “gastos generales” demandados no pueden ser constitutivos de una 

Obra Extraordinaria, pues aquellos son una partida de éstos, de donde derivaría una 

improcedencia  en  demandar  los  “gastos  generales”  como  si  fueran  una  “obra 

extraordinaria” puesto que sólo son una parte de aquellos. 

Al respecto cabe tener presente, en primer lugar, que han sido las propias 

partes del contrato las que han consignado estas partidas de gastos adicionales bajo 

un rótulo genérico de “Obras Extras o Adicionales”, pero especificando que se trata 

de “Gastos Generales por Aumento de Plazo”, denominación genérica que enfatiza 

precisamente su carácter adicional o extraordinario, en el sentido que se producen 

con posterioridad a la licitación, producto de las modificaciones a la obra efectuadas 

por parte de la demandada, pero cuya denominación no genera ningún equívoco 

entre  las  partes  del  contrato  en  cuanto  a  su identidad,  naturaleza  y  monto.  En 

seguida,  el  carácter  administrativo  del  contrato  y  la  modalidad de  suma alzada 

tampoco  obstan  a  reconocer  su  pago,  desde  que  dichos  contratos  admiten 

precisamente  las  Obras  Extraordinarias—es  decir,  aquellas  no  previstas  en  las 

bases  originales,  en  los  montos,  costos  y  plazos  de  ejecución  primitivamente 

contratados—las que no pueden ser objetadas ni rechazadas por la constructora, 

que está obligada a aceptarlas y ejecutarlas, pero no por ello ha de soportar los 

mayores costos que dichas modificaciones traen aparejadas.

5°) Que, en ese mismo orden de ideas, aparece lo que en la demanda se 

denomina como Obra Extraordinaria 65, de 1 de octubre de 2015, que consiste en 

un encargo realizado expresamente por la USACH a la demandante para contratar 

un  proyecto  de  re-ingeniería  de  algunas  especialidades  arquitectónicas  y 

constructivas  del  Edificio  API,  por  un  monto  de  $25.286.167  IVA  incluido.  El 

fundamento  o  explicación  para  tal  encargo consiste  en  que resultaba necesario 
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rehacer  o  ajustar  proyectos  arquitectónicos  y  de  especialidades  en  materias  de 

electricidades,  climatización,  protección  frente  a  incendios,  servicios  sanitarios  y 

otros, precisamente debido a los cambios que la demandada introdujo al proyecto 

inicialmente licitado.

6°) Que, este cobro, también fue expresamente reconocido en su oportunidad 

por la USACH en cuanto a su procedencia y monto. En efecto,  en cuanto a las 

pruebas allegadas al  proceso para su acreditación,  la  demandante acompañó el 

documento “Obra  Extraordinaria  65”  de  1 de octubre  de  2015,  aprobado por  la 

señora Jefa de la Unidad de Construcciones del Departamento de Gestión de la 

Infraestructura de la USACH.

En  idéntico  sentido  se  acompañó  el  Ordinario  Nº88  del  Coordinador 

Institucional de Infraestructura y de la señora Jefa de la Unidad de Construcciones 

de la USACH, en el que se lee que  “en atención a la necesidad de modificar y/o  

complementar  algunas  especialidad  del  Edificio  de  Áreas  Prioritarias  de 

Investigación  –  API,  la  empresa  DVC  intervino  los  proyectos  de  Instalaciones  

Eléctricas, Instalaciones Sanitarias, Extinción, Detección, Intrusión y Climatización.  

Todas estas modificaciones a los proyectos originales, estaban orientadas a mejorar  

las especialidades y la coordinación entre ellas para responder de manera óptima a  

las  modificaciones  introducidas  en  la  arquitectura  del  edificio.  Con fecha 27  de  

octubre de 2015, se recibe presupuesto de la empresa DVC por la ‘Re ingeniería de  

planos’, por un monto de $ 25.286.167, IVA incluido”, y luego se agrega que  “los 

antecedentes  presentados  corresponden  a  las  modificaciones  aprobadas  

previamente por la anterior jefatura del Depto. De Gestión de la Infraestructura y  

validados técnicamente por el ITO a cargo del seguimiento y control de la obra, el  

Constructor Civil Eduardo Guerra Alcocer, y su pago fue solicitado formalmente por  

la empresa DVC mediante carta de fecha 17 de marzo de 2016”.

Estos  documentos  aparecen  suscritos  por  la  parte  demandada,  fueron 

acompañados bajo apercibimiento legal,  no objetados de contrario,  motivo por el 

cual se los debe tener por reconocidos.
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7°) Que, de la referida evidencia instrumental, fluye que la demandada requirió 

los  servicios  de  la  demandante  para  intervenir  los  proyectos  en  cuestión, 

precisamente por las modificaciones arquitectónicas que sufrió el proyecto, y para 

ello aprobó el presupuesto presentado por la demandante, quien luego ejecutó estos 

trabajos, validados por el ITO de la obra, todo ello por un monto de $25.286.167 IVA 

incluido, cantidad que debe ser pagada por la demandada toda vez que no acreditó 

en el proceso haber dado solución a dicha deuda.

Es  del  caso  consignar  que  también  el  sentenciador  de  primera  instancia 

estimó que “la parte demandante acreditó haber efectuado el trabajo que pretende  

cobrar como obra extraordinaria, mientras que la demandada no demostró su pago”, 

no obstante lo cual rechazó esta parte de la demanda aduciendo que la demandada 

es una entidad pública  sujeta  a  procedimientos  internos,  y  que no existe  en  el 

proceso  una  resolución  administrativa  que  aparezca  autorizando  dicho  gasto, 

razonamiento que esta Corte no puede hacer suyo. 

En efecto, la omisión por parte de la demandada de emitir aquella resolución 

que ordene el pago de esta prestación reconocida y adeudada, es precisamente lo 

que motiva la demanda. No es posible admitir el argumento de que los mencionados 

documentos constituyen únicamente actos intermedios o de tramitación interna, sin 

aptitud legal para obligar a la parte demandada. En las propias Bases de Licitación, 

que forman parte del Contrato de Construcción, se establece la existencia de un ITO 

(Inspector  Técnico de la  Obra)  designado por  la  Usach como contraparte  de la 

empresa que se adjudicara la licitación y mientras dure la ejecución de la obra, 

designación que en este caso recayó en el constructor civil Eduardo Guerra Alcocer. 

En el punto 12 de las Bases de Licitación se señala que  “se entenderá por 

Inspector Técnico de Obra, al profesional a quién la Unidad de Construcciones haya  

encargado velar directamente por la  correcta ejecución de la obra”,  y se agrega 

luego que “el Contratista deberá someterse a las instrucciones del ITO” de manera 

que a la demandante no le es posible desconocer las modificaciones al proyecto que 

aquel le ordene ejecutar.
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Por  lo  demás,  resultaría  sencillamente  imposible  exigir  la  existencia  de 

decretos totalmente tramitados de parte de las más altas autoridades de la Usach 

para gestionar las innumerables modificaciones y resoluciones de carácter técnico 

que  involucra  una  obra  de  esta  naturaleza,  y  precisamente  para  ello  existe  la 

designación  del  ITO como representante de la  demandada frente a  la  empresa 

constructora en todo lo relacionado con la ejecución de la obra contratada. Tómese 

como muestra de este aserto que el Decreto Nº05736 de fecha 23 de octubre de 

2015 de la USACH, incorporado al proceso, regularizó con esa fecha algunas de 

estas modificaciones al proyecto inicial de construcción, pero con evidente “efecto 

retroactivo” puesto que absolutamente todas las modificaciones que en ese Decreto 

se mencionan habían sido ya solicitadas por  el  ITO a la  empresa constructora, 

presupuestadas y ejecutas por la demandante,  algunas desde principios del  año 

2014, es decir, casi dos años antes de la dictación del referido Decreto.

8°) Que, de modo similar a lo que se viene razonando, se sitúa la llamada obra 

“Habilitación Sala Cuna y Jardín Infantil – U de Santiago”, la cual—a diferencia de lo 

acontecido con la  construcción  del  llamado Edificio  API—se realizó mediante la 

modalidad de contratación directa con la empresa demandante, dada la urgencia de 

estas obras. Respecto de este rubro, en la demanda se sostiene que, a la fecha de 

entrega de los terrenos destinados a su ubicación, no existían planos aptos para la 

construcción de las obras (planos de cálculo, de arquitectura y de especialidades), ni 

tampoco había planos de cálculo estructural del edificio existente y sobre el cual se 

realizarían las obras de habilitación y remodelación contratadas, los que obviamente 

eran de cargo de la Usach proporcionar.

Se agrega que, atendida la urgencia de la situación, la demandante propuso a 

la USACH encargar las labores de cálculo estructural a un calculista y, asimismo, 

contratar a un revisor independiente, todo ello a costa de la propia USACH, quien 

autorizó  dicha  contratación,  aprobando  el  presupuesto  por  un  monto  total  de 

$4.276.990 IVA incluido, lo cual habría generado la Obra Extraordinaria Nº20, de 

fecha 10 de abril de 2015, cuyo pago también se persigue en el libelo.
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9°) Que, respecto a la acreditación en juicio de tal deuda impaga, se allegaron 

al proceso, en primer término, el cobro de dicho monto aceptado por la demandada 

mediante  la  firma  de  la  señora  Jefe  de  la  Unidad  de  Construcciones  del 

Departamento de Gestión  de  la  Infraestructura  de la  Usach,  doña María  Loreto 

Castro Depassier, además de la Resolución Nº4 de 1 de abril de 2016, emanado de 

la demandada, que en lo concerniente a la materia de la misma expresa  “Solicita 

acto administrativo para pago de servicios que quedaron fuera de la Resolución 

5390 de fecha 07.10.2015, relacionados con la obra ‘Habilitación Sala Cuna y Jardín  

Infantil de la U. de Santiago” y en el cuerpo de la misma se lee lo siguiente:

“En relación al Proyecto ‘Habilitación Sala Cuna y Jardín Infantil de la U. de  

Santiago’, solicito a Ud. gestionar el acto administrativo que estime pertinente para  

la cancelación de un monto de $ 4.276.990.- IVA incluido, correspondientes a los  

servicios  entregados  por  la  empresa  Constructora  De  Vicente,  pues  este  

accidentalmente quedó fuera de la tramitación de la Resolución Nº 5390 de fecha  

07.10.2015, la cual dispone el pago de la ejecución de dicha obra. 

Considerando  los  antecedentes  señalados,  se  solicita  regularizar  la  

cancelación de $ 4.276.990.- a la empresa De Vicente S.A., por los servicios de  

calculista y revisor independiente de cálculo. Este único monto pendiente en relación 

a esta obra, debiera ser cancelado sin retenciones por concepto de garantía de  

correcta ejecución, ya que se trata de un servicio y no de una obra”

10°) Que,  como  es  posible  apreciar,  de  los  documentos  referidos  en  el 

fundamento precedente, acompañados bajo apercibimiento legal y no objetado de 

contrario, se desprende con nitidez tanto la existencia del monto adeudado como el 

rubro que le dio origen, el que “accidentalmente”—como dice la resolución transcrita

—quedó fuera de la Resolución que, en su oportunidad, dispuso el pago total de 

dicha obra.

La Corte,  como se expuso en los motivos Cuarto y  Séptimo precedentes, 

disiente del criterio del tribunal de primera instancia que, estimando acreditado el 

monto y causa de lo pedido por la  demandante,  lo  desestima por una cuestión 

meramente conceptual –al estimar que no constituye una Obra Extraordinaria, como 
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la denominan las partes—y que no cuenta con una resolución final que ordene su 

pago—desconociendo que es ese, precisamente, el motivo de la demanda—o que, 

en fin, debió ser un asunto previsto por la demandante al adjudicarse esta obra a 

suma alzada, motivo este último que no se aviene a los hechos, por cuanto respecto 

a esta  obra no hubo adjudicación—como para el  Edificio API—sino contratación 

directa.

11°) Que,  en  lo  concerniente  a  la  denominada  Obra  Extraordinaria  60, 

consistente también en gastos generales por aumentos de plazo en la ejecución de 

obras por un total de dos meses, provenientes esta vez de los incumplimientos en 

que la demandada habría incurrido respecto de la subcontratista Heligas, la situación 

probatoria es completamente diversa a la reseñada a propósito de la denominada 

Obra  Extraordinaria  14,  analizados  en  los  basamentos  Tercero  y  Cuarto  de  la 

presente sentencia.

En  efecto,  respecto  de  la  Obra  Extraordinaria  60,  de  la  documental  y 

testimonial rendida por la actora se desprende efectivamente un retardo aproximado 

de dos meses en cubrir pagos respecto de Heligas por parte de la Usach, lo que 

retardó  en  igual  período la  finalización  de  las  obras subcontratadas por  aquella 

empresa. Sin embargo, no hay evidencia suficiente acerca de que esos retardos “se 

traspasaran”  de  modo  automático  a  las  faenas  propias  que  debía  ejecutar  la 

demandante, o respecto del monto de gastos adicionales que ello le habría generado 

ni menos respecto de una eventual aceptación de los mismos por la demandada, por 

lo que esta parte de la demanda no podrá prosperar por falta de pruebas respecto 

del fundamento y monto de lo demandado.

12°) Que, finalmente, en lo que concierne al rubro demandado como Perjuicios 

Financieros por Mora, deberá estarse a lo que viene resuelto en la sentencia de 

primer grado, conforme a los fundamentos Décimo Cuarto a Décimo Séptimo allí 

expresados, a los que cabe agregar que, por no tratarse en rigor de pagos que se 

encuentren pendientes, sino de supuestos perjuicios provenientes del retardo con 

que fueron  cancelados,  la  pretensión  no se aviene con la  naturaleza de acción 
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deducida en estos autos, que se refiere al cumplimiento forzado de prestaciones 

adeudadas.

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los artículos 186 y siguientes del 

Código de Procedimiento Civil, se declara:

I.- Que  se  revoca la  sentencia  apelada  de  once  de  marzo  de  dos  mil 

diecinueve,  sólo  en cuanto aquella  rechazó la  demanda respecto de los  cobros 

signados como Obra Extraordinaria N°14, N°20 y N°65, y en su lugar se declara que 

la demandada Universidad de Santiago de Chile deberá pagar a la demandante 

Constructora de Vicente S.A. por dichos conceptos, las sumas de $116.620.000., 

$4.276.990.  y  $25.286.167.,  respectivamente,  montos  que  serán  reajustados 

conforme a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor desde 

la fecha en que la presente sentencia quede firme o ejecutoriada y hasta el pago 

efectivo, y devengarán intereses corrientes a partir de la fecha en que la demandada 

sea constituida en mora de efectuar dicho pago. 

II.- Que se confirma en lo demás apelado la referida sentencia.

lll.- Que no se condena en costas a la demandada, en razón de no haber sido 

totalmente acogida la pretensión de contrario.

Regístrese y devuélvase.

Redacción del Ministro (S) Carlos Iturra L.

No firma el Ministro (s) señor Marinello, no obstante haber concurrido a la vista 

de  la  causa  y  del  acuerdo,  por  haber  sido  nombrado  como  Ministro  en  otra 

Jurisdicción.
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Pronunciado por la Novena Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministra Dobra Lusic N. y Ministro Suplente

Carlos J. Iturra L. Santiago, veintisiete de agosto de dos mil veintiuno.

En Santiago, a veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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